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TÍTULO I: DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1: Principios generales y ámbito de aplicación

1. Las Altas Partes contratantes se comprometen a respetar y hacer respetar el presente
Protocolo en toda circunstancia.
2. En los casos no previstos en el presente Protocolo o en otros acuerdos internacionales, las
personas civiles y los combatientes quedan bajo la protección y el imperio de los principios
del derecho de gentes derivados de los usos establecidos, de los principios de humanidad y de
los dictados de la conciencia pública.
3. El presente Protocolo, que completa los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949
para la protección de las víctimas de la guerra, se aplicará en las situaciones previstas en el
artículo 2 común a dichos Convenios.
4. Las situaciones a que se refiere el párrafo precedente comprenden los conflictos armados
en que los pueblos luchan contra la dominación colonial y la ocupación extranjera y contra
los regímenes racistas, en el ejercicio del derecho de los pueblos a la libre determinación,
consagrado en la Carta de las Naciones Unidas y en la Declaración sobre los principios de
derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los
Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas.

TÍTULO IV - POBLACIÓN CIVIL

Sección II - Socorros en favor de la población civil

Artículo 68 - Ambito de aplicación
Las disposiciones de esta Sección se aplican a la población civil, entendida en el sentido de este
Protocolo, y completan los artículos 23, 55, 59, 60, 61 y 62 y demás disposiciones pertinentes del
IV Convenio.



Artículo 69 - Necesidades esenciales en territorios ocupados
1. Además de las obligaciones que, en relación con los víveres y productos médicos le impone el
artículo 55 del IV Convenio, la Potencia ocupante asegurará también, en la medida de sus
recursos y sin ninguna distinción de carácter desfavorable, la provisión de ropa de vestir y de
cama, alojamientos de urgencia y otros suministros que sean esenciales para la supervivencia de
la población civil en territorio ocupado, así como de los objetos necesarios para el culto.
2. Las acciones de socorro en beneficio de la población civil de los territorios ocupados se rigen
por los artículos 59, 60, 61, 62, 108, 109, 110 y 111 del IV Convenio, así como por lo dispuesto
en el artículo 71 de este Protocolo, y serán llevadas a cabo sin retraso.

Artículo 70 - Acciones de socorro
1. Cuando la población civil de cualquier territorio que, sin ser territorio ocupado, se halle bajo el
control de una Parte en conflicto esté insuficientemente dotada de los suministros mencionados
en el artículo 69, se llevarán a cabo, con sujeción al acuerdo de las Partes interesadas, acciones
de socorro que tengan carácter humanitario e imparcial y sean realizadas sin ninguna distinción
de carácter desfavorable. El ofrecimiento de tales socorros no será considerado como injerencia
en el conflicto ni como acto hostil. En la distribución de los envíos de socorro se dará prioridad a
aquellas personas que, como los niños, las mujeres encintas, las parturientas y las madres
lactantes, gozan de trato privilegiado o de especial protección de acuerdo con el IV Convenio o
con el presente Protocolo.
2. Las Partes en conflicto y las Altas Partes contratantes permitirán y facilitarán el paso rápido y
sin trabas de todos los envíos, materiales y personal de socorro suministrados de acuerdo con lo
dispuesto en esta Sección, incluso en el caso de que tal asistencia esté destinada a la población
civil de la Parte adversa.
3. Las Partes en conflicto y las Altas Partes contratantes que permitan el paso de los envíos,
materiales y personal de socorro de acuerdo con el párrafo 2:

a) tendrán derecho a fijar las condiciones técnicas, incluida la investigación, bajo las
que se permitirá dicho paso;
b) podrán supeditar la concesión de ese permiso a la condición de que la distribución
de la asistencia se haga bajo la supervisión local de una Potencia protectora;
c) no podrán, en manera alguna, desviar los envíos de socorro de la afectación que les
hubiere sido asignada, ni demorar su tránsito, salvo en los casos de necesidad urgente,
en interés de la población civil afectada.

4. Las Partes en conflicto protegerán los envíos de socorro y facilitarán su rápida distribución.
5. Las Partes en conflicto y las Altas Partes contratantes interesadas promoverán y facilitarán la
coordinación internacional efectiva de las acciones de socorro a que se refiere el párrafo 1.

Artículo 71 - Personal que participa en las acciones de socorro
1. Cuando sea necesario, podrá formar parte de la asistencia prestada en cualquier acción de
socorro personal de socorro, en especial para el transporte y distribución de los envíos; la
participación de tal personal quedará sometida a la aprobación de la Parte en cuyo territorio haya
de prestar sus servicios.
2. Dicho personal será respetado y protegido.
3. La Parte que reciba los envíos de socorro asistirá, en toda la medida de lo posible, al personal
de socorro a que se refiere el párrafo 1 en el desempeño de su misión. Las actividades del



personal de socorro sólo podrán ser limitadas y sus movimientos temporalmente restringidos, en
caso de imperiosa necesidad militar.
4. El personal de socorro no podrá, en ninguna circunstancia, exceder los límites de su misión de
acuerdo con lo dispuesto en este Protocolo. Tendrá en cuenta, en especial, las exigencias de
seguridad de la Parte en cuyo territorio presta sus servicios. Podrá darse por terminada la misión
de todo miembro del personal de socorro que no respete estas condiciones.

Sección III: Trato a las personas en poder de una parte en conflicto

Capítulo I: Ámbito de aplicación y protección de las personas y de los bienes

Artículo 73: Refugiados y apátridas

Las personas que, antes del comienzo de las hostilidades, fueren consideradas como apátridas
o refugiadas en el sentido de los instrumentos internacionales pertinentes aceptados por las
Partes interesadas o de la legislación nacional del Estado que las haya acogido o en el que
residan, lo serán, en todas las circunstancias y sin ninguna distinción de índole desfavorable,
como personas protegidas en el sentido de los Títulos I y III del IV Convenio.

Artículo 74: Reunión de familias dispersas

Las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto facilitarán en toda la medida de lo
posible la reunión de las familias que estén dispersas a consecuencia de conflictos armados y
alentarán en particular la labor de las organizaciones humanitarias que se dediquen a esta
tarea conforme a las disposiciones de los Convenios y del presente Protocolo y de
conformidad con sus respectivas normas de seguridad.

Artículo 75: Garantías fundamentales

1. Cuando se encuentren en una de las situaciones a que hace referencia el artículo 1 del
presente Protocolo, las personas que estén en poder de una Parte en conflicto y que no
disfruten de un trato más favorable en virtud de los Convenios o del presente Protocolo serán
tratadas en toda circunstancia con humanidad y se beneficiarán, como mínimo, de la
protección prevista en el presente artículo, sin distinción alguna de carácter desfavorable
basada en la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión o las creencias, las opiniones
políticas o de otro género, el origen nacional o social, la fortuna, el nacimiento u otra
condición o cualesquiera otros criterios análogos. Cada Parte respetará la persona, el honor,
las convicciones y las prácticas religiosas de todas las personas.
2. Están y quedarán prohibidos en todo tiempo y lugar los actos siguientes, ya sean realizados
por agentes civiles o militares:
a) los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o mental de las personas, en
particular:
i) el homicidio;
ii) la tortura de cualquier clase, tanto física como mental;
iii) las penas corporales; y
iv) las mutilaciones;
b) los atentados contra la dignidad personal, en especial los tratos humillantes y degradantes,
la prostitución forzada y cualquier forma de atentado al pudor;



c) la toma de rehenes;
d) las penas colectivas; y
e) las amenazas de realizar los actos mencionados.
3. Toda persona detenida, presa o internada por actos relacionados con el conflicto armado
será informada sin demora, en un idioma que comprenda, de las razones que han motivado
esas medidas. Salvo en los casos de detención o prisión por una infracción penal, esa persona
será liberada lo antes posible y en todo caso en cuanto desaparezcan las circunstancias que
hayan justificado la detención, la prisión o el internamiento.
4. No se impondrá condena ni se ejecutará pena alguna respecto de una persona declarada
culpable de una infracción penal relacionada con el conflicto armado, sino en virtud de
sentencia de un tribunal imparcial, constituido con arreglo a la ley y que respete los
principios generalmente reconocidos para el procedimiento judicial ordinario, y en particular
los siguientes:
a) el procedimiento dispondrá que el acusado sea informado sin demora de los detalles de la
infracción que se le atribuya y garantizará al acusado, en las actuaciones que precedan al
juicio y en el curso de éste, todos los derechos y medios de defensa necesarios;
b) nadie podrá ser condenado por una infracción si no es sobre la base de su responsabilidad
penal individual;
c) nadie será acusado o condenado por actos u omisiones que no fueran delictivos según el
derecho nacional o internacional que le fuera aplicable en el momento de cometerse.
Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de cometerse la
infracción. Si, con posterioridad a esa infracción, la ley dispusiera la aplicación de una pena
más leve, el infractor se beneficiará de esa disposición;
d) toda persona acusada de una infracción se presumirá inocente mientras no se pruebe su
culpabilidad conforme a la ley;
e) toda persona acusada de una infracción tendrá derecho a hallarse presente al ser juzgada;
f) nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo ni a confesarse culpable;
g) toda persona acusada de una infracción tendrá derecho a interrogar o hacer interrogar a los
testigos de cargo, a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y a que éstos sean
interrogados en la mismas condiciones que los testigos de cargo;
h) nadie podrá ser juzgado ni condenado por la misma Parte, de conformidad con la misma
legislación y con el mismo procedimiento judicial, por un delito respecto al cual se haya
dictado ya una sentencia firme, condenatoria o absolutoria;
i) toda persona juzgada por una infracción tendrá derecho a que la sentencia sea pronunciada
públicamente; y
j) toda persona condenada será informada, en el momento de su condena, de sus derechos a
interponer recurso judicial y de todo tipo, así como de los plazos para ejercer esos derechos.
5. Las mujeres privadas de libertad por razones relacionadas con el conflicto armado serán
custodiadas en locales separados de los ocupados por los hombres. Su vigilancia inmediata
estará a cargo de mujeres. No obstante, las familias detenidas o internadas serán alojadas,
siempre que sea posible, en un mismo lugar, como unidad familiar.
6. Las personas detenidas, presas o internadas por razones relacionadas con el conflicto
armado disfrutarán de la protección otorgada por el presente artículo, incluso después de la
terminación del conflicto armado, hasta el momento de su liberación definitiva, repatriación
o reasentamiento.



7. A fin de evitar toda duda en cuanto al procesamiento y juicio de personas acusadas por
crímenes de guerra o crímenes contra la humanidad, se aplicarán los siguientes principios:
a) las personas acusadas de tales crímenes deberán ser sometidas a procedimiento y juzgadas
de conformidad con las normas aplicables del derecho internacional; y
b) cualquiera de esas personas que no disfrute de un trato más favorable en virtud de los
Convenios o del presente Protocolo, recibirá el trato previsto en el presente artículo,
independientemente de que los crímenes de que se la acuse constituyan o no infracciones
graves de los Convenios o del presente Protocolo.
8. Ninguna de las disposiciones del presente artículo podrá interpretarse de manera que pueda
limitar o infringir cualquier otra disposición más favorable y que ofrezca a las personas
comprendidas en el párrafo 1 una mayor protección en virtud de otras normas aplicables del
derecho internacional.

Capítulo II: Medidas en favor de las mujeres y de los niños

Artículo 76: Protección de las mujeres

1. las mujeres serán objeto de un respeto especial y protegidas en particular contra la
violación, la prostitución forzada y cualquier otra forma de atentado al pudor.
2. Serán atendidos con prioridad absoluta los casos de las mujeres encinta y de madres con
niños de corta edad a su cargo, que sean arrestadas, detenidas o internadas por razones
relacionadas con el conflicto armado.
3. En toda la medida de lo posible, las Partes en conflicto procurarán evitar la imposición de
la pena de muerte a las mujeres encinta o a las madres con niños de corta edad a su cargo por
delitos relacionados con el conflicto armado. No se ejecutará la pena de muerte impuesta a
esas mujeres por tales delitos.

Artículo 77: Protección de los niños

1. Los niños serán objeto de un respeto especial y se les protegerá contra cualquier forma de
atentado al pudor. Las Partes en conflicto les proporcionarán los cuidados y la ayuda que
necesiten, por su edad o por cualquier otra razón.
2. Las Partes en conflicto tomarán todas las medidas posibles para que los niños menores de
quince años no participen directamente en las hostilidades, especialmente absteniéndose de
reclutarlos para sus fuerzas armadas. Al reclutar personas de más de quince años pero
menores de dieciocho años, las Partes en conflicto procurarán alistar en primer lugar a los de
más edad.
3. Si, en casos excepcionales, no obstante las disposiciones del párrafo 2, participaran
directamente en las hostilidades niños menores de quince años y cayeran en poder de la Parte
adversa, seguirán gozando de la protección especial concedida por el presente artículo, sean o
no prisioneros de guerra.
4. Si fueran arrestados, detenidos o internados por razones relacionadas con el conflicto
armado, los niños serán mantenidos en lugares distintos de los destinados a los adultos,
excepto en los casos de familias alojadas en unidades familiares en la forma prevista en el
párrafo 5 del artículo 75.
5. No se ejecutará la pena de muerte impuesta por una infracción cometida en relación con el
conflicto armado a personas que, en el momento de la infracción, fuesen menores de
dieciocho años.



Artículo 78: Evacuación de los niños

1. Ninguna Parte en conflicto dispondrá la evacuación a un país extranjero de niños que no
sean nacionales suyos, salvo en caso de evacuación temporal cuando así lo requieran razones
imperiosas relacionadas con la salud del niño, su tratamiento médico o, excepto en territorio
ocupado, su seguridad. Cuando pueda encontrarse a los padres o tutores, se requerirá el
consentimiento escrito de éstos para la evacuación. Si no se los puede encontrar, se requerirá
para esa evacuación el consentimiento escrito de las personas que conforme a la ley o a la
costumbre sean los principales responsables de la guarda de los niños. Toda evacuación de
esa naturaleza será controlada por la Potencia protectora de acuerdo con las partes
interesadas, es decir, la Parte que organice la evacuación, la Parte que acoja a los niños y las
Partes cuyos nacionales sean evacuados. En todos los casos, todas las Partes en el conflicto
tomarán las máximas precauciones posibles para no poner en peligro la evacuación.
2. Cuando se realice una evacuación de conformidad con el párrafo 1, la educación del niño,
incluida la educación religiosa y moral que sus padres deseen, se proseguirá con la mayor
continuidad posible mientras se halle en el país a donde haya sido evacuado.
3. Con el fin de facilitar el regreso al seno de su familia y a su país de los niños evacuados de
conformidad con este artículo, las autoridades de la Parte que disponga la evacuación y, si
procediere, las autoridades del país que los haya acogido harán para cada niño una ficha que
enviarán, acompañada de fotografías, a la Agencia Central de Búsqueda del Comité
Internacional de la Cruz Roja. Esa ficha contendrá, siempre que sea posible y que no entrañe
ningún riesgo de perjuicio para el niño, los datos siguientes:
a) apellido(s) del niño;
b) nombre(s) del niño;
c) sexo del niño;
d) lugar y fecha de nacimiento (o, si no se sabe la fecha, edad aproximada);
e) nombre(s) y apellido(s) del padre;
f) nombre(s) y apellido(s) de la madre y eventualmente su apellido de soltera;
g) parientes más próximos del niño;
h) nacionalidad del niño;
i) lengua vernácula y cualesquiera otras lenguas del niño;
j) dirección de la familia del niño;
k) cualquier número que permita la identificación del niño;
l) estado de salud del niño;
m) grupo sanguíneo del niño;
n) señales particulares;
o) fecha y lugar en que fue encontrado el niño;
p) fecha y lugar de salida del niño de su país;
q) religión del niño, si la tiene;
r) dirección actual del niño en el país que lo haya acogido;
s) si el niño falleciera antes de su regreso, fecha, lugar y circunstancias del fallecimiento y
lugar donde esté enterrado.



Título V: Ejecución de los Convenios y del presente Protocolo

Sección II -- Represión de las infracciones de los Convenios o del presente Protocolo

Artículo 85: Represión de las infracciones del presente Protocolo

1. Las disposiciones de los Convenios relativas a la represión de las infracciones y de las
infracciones graves, completadas por la presente Sección, son aplicables a la represión de las
infracciones y de las infracciones graves del presente Protocolo.
2. Se entiende por infracciones graves del presente Protocolo los actos descritos como
infracciones graves en los Convenios si se cometen contra personas en poder de una Parte
adversa protegidas por los artículos 44, 45 y 73 del presente Protocolo, o contra heridos,
enfermos o náufragos de la Parte adversa protegidos por el presente Protocolo, o contra el
personal sanitario o religioso, las unidades sanitarias o los medios de transporte sanitarios
que se hallen bajo el control de la Parte adversa y estén protegidos por el presente Protocolo.
3. Además de las infracciones graves definidas en el artículo 11, se considerarán infracciones
graves del presente Protocolo los actos siguientes, cuando se cometan intencionalmente, en
violación de las disposiciones pertinentes del presente Protocolo, y causen la muerte o
atenten gravemente a la integridad física o a la salud:
a) hacer objeto de ataque a la población civil o a personas civiles;
b) lanzar un ataque indiscriminado que afecte a la población civil o a bienes de carácter civil
a sabiendas de que tal ataque causará muertos o heridos entre la población civil o daños a
bienes de carácter civil, que sean excesivos en el sentido del artículo 57, párrafo 2, a) iii;
c) lanzar un ataque contra obras o instalaciones que contengan fuerzas peligrosas a sabiendas
de que ese ataque causará muertos o heridos entre la población civil o daños a bienes de
carácter civil, que sean excesivos en el sentido del artículo 57, párrafo 2, a) iii;
d) hacer objeto de ataque a localidades no defendidas y zonas desmilitarizadas;
d) hacer objeto de ataque a una persona a sabiendas de que está fuera de combate;
f) hacer uso pérfido, en violación del artículo 37, del signo distintivo de la cruz roja, de la
media luna roja o del león y sol rojos o de otros signos protectores reconocidos por los
Convenios o el presente Protocolo.
4. Además de las infracciones graves definidas en los párrafos precedentes y en los
Convenios, se considerarán infracciones graves del presente Protocolo los actos siguientes
cuando se cometan intencionalmente y en violación de los Convenios o del Protocolo:
a) el traslado por la Potencia ocupante de partes de su propia población civil al territorio que
ocupa, o la deportación o el traslado en el interior o fuera del territorio ocupado de la
totalidad o parte de la población de ese territorio, en violación del artículo 49 del IV
Convenio;
b) la demora injustificable en la repatriación de prisioneros de guerra o de personas civiles;
c) las prácticas del apartheid y demás prácticas inhumanas y degradantes, basadas en la
discriminación racial, que entrañen un ultraje contra la dignidad personal;
d) el hecho de dirigir un ataque a monumentos históricos, obras de arte o lugares de culto
claramente reconocidos que constituyen el patrimonio cultural o espiritual de los pueblos y a
los que se haya conferido protección especial en virtud de acuerdos especiales celebrados,
por ejemplo, dentro del marco de una organización internacional competente, causando como
consecuencia extensas destrucciones de los mismos, cuando no hayan pruebas de violación
por la Parte adversa del apartado b) del artículo 53 y cuando tales monumentos históricos,



lugares de culto u obras de arte no estén situados en la inmediata proximidad de objetivos
militares;
e) el hecho de privar a una persona protegida por los Convenios o aludida en el párrafo 2 del
presente artículo de su derecho a ser juzgada normal e imparcialmente.
5. Sin perjuicio de la aplicación de los Convenios y del presente Protocolo, las infracciones
graves de dichos instrumentos se considerarán como crímenes de guerra.

Artículo 86: Omisiones

1. Las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto deberán reprimir las infracciones
graves y adoptar las medidas necesarias para hacer que cesen todas las demás infracciones de
los Convenios o del presente Protocolo que resulten del incumplimiento de un deber de
actuar.
2. El hecho de que la infracción de los Convenios o del presente Protocolo haya sido
cometida por un subordinado no exime de responsabilidad penal o disciplinaria, según el
caso, a sus superiores, si éstos sabían o poseían información que les permitiera concluir, en
las circunstancias del momento, que ese subordinado estaba cometiendo o iba a cometer tal
infracción y si no tomaron todas las medidas factibles que estuvieran a su alcance para
impedir o reprimir esa infracción.

Artículo 87: Deberes de los jefes

1. Las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto exigirán que los jefes militares, en
cuanto se refiere a los miembros de las fuerzas armadas que están a sus órdenes y a las demás
personas que se encuentren bajo su autoridad, impidan las infracciones de los Convenios y
del presente Protocolo y, en caso necesario, las repriman y denuncien a las autoridades
competentes.
2. Con el fin de impedir y reprimir las infracciones, las Altas Partes contratantes y las Partes
en conflicto exigirán que los jefes, según su grado de responsabilidad, tomen medidas para
que los miembros de las fuerzas armadas bajo sus órdenes tengan conocimiento de las
obligaciones que les incumben en virtud de lo dispuesto en los Convenios y en el presente
Protocolo.
3. Las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto obligarán a todo jefe que tenga
conocimiento de que sus subordinados u otras personas bajo su autoridad van a cometer o
han cometido una infracción de los Convenios o del presente Protocolo a que tome las
medidas necesarias para impedir tales violaciones de los Convenios o del presente Protocolo
y, en caso necesario, promueva una acción disciplinaria o penal contra los autores de las
violaciones.

Artículo 88: Asistencia mutua judicial en materia penal

1. Las Altas Partes contratantes se prestarán la mayor asistencia posible en lo que respecta a
todo proceso penal relativo a las infracciones graves de los Convenios o del presente
Protocolo.
2. A reserva de los derechos y obligaciones establecidos por los Convenios y por el párrafo 1
del artículo 85 del presente Protocolo, y cuando las circunstancias lo permitan, las Altas
Partes contratantes cooperarán en materia de extradición. Tomarán debidamente en
consideración la solicitud del Estado en cuyo territorio se haya cometido la infracción
alegada.



3. En todos los casos, será aplicable la ley de la Alta Parte contratante requerida. No obstante,
las disposiciones de los párrafos precedentes no afectarán a las obligaciones que emanen de
las disposiciones contenidas en cualquier otro tratado de carácter bilateral o multilateral que
rija o haya de regir, total o parcialmente, en el ámbito de la asistencia mutua judicial en
materia penal.

Artículo 89: Cooperación

En situaciones de violaciones graves de los Convenios o del presente Protocolo, las Altas
Partes contratantes se comprometen a actuar, conjunta o separadamente, en cooperación con
las Naciones Unidas y en conformidad con la Carta de las Naciones Unidas.

Artículo 91: Responsabilidad

La Parte en conflicto que violare las disposiciones de los Convenios o del presente Protocolo
estará obligada a indemnizar si hubiere lugar a ello. Será responsable de todos los actos
cometidos por las personas que formen parte de sus fuerzas armadas.


